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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Alfredo Asti. 


MIEMBROS: Señoras Representantes Graciela Bianchi y Bettiana Díaz; y señores Representantes 
Roberto Chiazzaro y Omar Lafluf. 


SECRETARIO: Señor Eduardo Pérez Vázquez. 


PROSECRETARIO: Señor Héctor Amegeiras. 


SEÑOR PRESIDENTE (Alfredo Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da del siguiente:) 


"La Suprema Corte de Justicia remite nota por la que declina la invitación formulada por la Comisión, 
fundamentándola en la necesidad de evitar un eventual prejuzgamiento". 


Ya teníamos conocimiento de esta nota porque la Secretaría la había repartido. 


Me permito discrepar con el criterio de la Suprema Corte de Justicia, porque el artículo 240 de la 
Constitución establece que los Ministros de la Suprema Corte de Justicia podrán participar en los procesos 
legislativos que tengan que ver con proyectos en los cuales se administre justicia que, precisamente, es su 
cometido según la Constitución de la República. Por lo tanto, si la Constitución prevé que, a su solicitud, 
deben participar en esos temas, creo que cuando se les requiere, aún con más razón deberían hacerlo. 


Por otra parte, por los antecedentes de esta Comisión, aunque reconozco que no a nivel de la Suprema Corte 
de Justicia, los jueces especializados son los que han nutrido varios de los proyectos que esta Comisión ha 
aprobado en Legislaturas anteriores. 


Ante esto, me parece que quizás, para tener la opinión especializada del Poder Judicial, sería conveniente 
plantearnos si invitar a algunos de los jueces especializados en crimen organizado, que son quienes hoy 
tienen, tanto con el Código anterior como con el nuevo, la responsabilidad de actuar en nombre del Poder 
Judicial en los casos de lavado de activos. 


Como nuestra intención es precisamente superar esas diferencias que creó el nuevo Código del Proceso que 
claramente manifestó el fiscal de Corte y quienes lo acompañan desde la Fiscalía-, si la Suprema Corte de 
Justicia entiende que no debe intervenir en la administración de justicia, no sé sí les parece bien invitar a 
jueces especializados para ver en qué situación se encuentran con el nuevo Código. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- En acuerdo con lo que usted acaba de plantear, creo que hasta por 
sentido común sería bueno que la Suprema Corte de Justicia concurriera a esta Comisión para allanar algunas 
cosas para después no tener que transitar un largo camino, en el que aparezca alguna situación que nos lleve a 
no poder implantar estas medidas. 


Así que estoy en total acuerdo con el planteo que acaba de hacer usted de convocar a quienes puedan 
ayudarnos con su opinión sobre este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quería agregar un antecedente. 


Puedo entender esta excusa de la Suprema Corte de Justicia mientras se procedía a todo el trámite de 
inconstitucionalidad del nuevo Código del Proceso, pero ya la Suprema Corte se ha expedido sobre esto en su 
globalidad. Acá simplemente le estamos pidiendo una adecuación de la Ley de Lavado de Activos al nuevo 
Código del Proceso. El fiscal de Corte hizo una serie de puntualizaciones y sobre eso quiero hablar después 
de que otros legisladores se puedan expedir. Pero entiendo que, después de haberse expedido en forma 
categórica, por unanimidad, sobre la constitucionalidad del nuevo Código en su conjunto, no creo que sea de 
recibo presumir que su opinión luego los eximiría de poder resolver cuestiones de inconstitucionalidad. 


Si les parece, por Secretaría, nos comunicaremos con los jueces especializados para conocer su opinión. 


Tendremos que hacer algunas consultas sobre el nuevo Código. Es clarísimo que con el Código anterior 
estaban los juzgados especializados, pero con el nuevo, tendremos que ver exactamente a quiénes convocar. 


Con respecto a la visita que nos hizo la Fiscalía General de la Nación, son muchas las propuestas; estuve 
releyendo la versión taquigráfica. Nos gustaría que la Secretaría pida a la Asesoría Técnica de la Cámara que 
nos haga un punteo de los planteos que hizo la Fiscalía y con respecto a temas internacionales, está lo que 
dijo la doctora cuyo apellido no recuerdo en todo caso habría que fijarse en el acta, en la que consta quiénes 
son las visitas-, quien se refería a temas de procedimientos internacionales y de aplicación. Creo que quizás a 
una persona con formación jurídica le debe resultar más fácil resumir esas solicitudes que a quienes no la 
tenemos y muchas veces incursionamos en esto, a veces indebidamente y, otras, por suerte, con razón, como 
pasó recientemente con los planteos realizados por algunos juristas respecto al famoso artículo 79 de la 
última ley, que para algunos abolía los delitos de lavado y, por lógica, el Tribunal de Apelaciones rechazó y 
confirmó los fallos de primera instancia de los jueces especializados y de los fiscales, señalando que no hay 
ninguna anulación, sino simplemente una derogación de una norma, pero no de un delito. 


Con respecto a ese tema, si estamos de acuerdo, la Secretaría lo puede instrumentar para la próxima reunión. 


El otro asunto que teníamos en el orden del día era recomenzar con el proyecto sobre el régimen de 
declaraciones juradas, que fue presentado por la bancada del Frente Amplio. Ya son varias las sesiones en las 
que venimos pidiendo una posición oficial de los sectores de los demás partidos y también queremos saber si 
hay propuestas alternativas. 


El Frente Amplio había hecho el planteo verbalmente, no por escrito, aunque lo está, para no centrar toda la 
discusión en la propuesta de un solo partido. Antes, queríamos saber si había acuerdo en seguir adelante y 
qué otras propuestas alternativas de redacción había. 


Inclusive, habíamos invitado para hoy al diputado Caggiani, a quien el Frente Amplio había delegado la 
promoción de este proyecto, pero se nos informa que no va a poder concurrir. Parece que hoy no solo los 
miembros titulares no han podido concurrir: tampoco los invitados. 


Sinceramente, no creo que valga la pena iniciar el tratamiento del proyecto sin estos antecedentes que 
estamos pidiendo, pero eso queda sujeto a la decisión de los integrantes de la Comisión. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Lamento que no haya venido el diputado Caggiani. 


No tenemos una propuesta sobre la redacción del proyecto para presentar en nombre del Partido Nacional. Sí 
tenemos algunas apreciaciones para hacer sobre el fondo del asunto. 


En cuanto a la declaración jurada, en primer lugar, ¿quiénes están obligados a presentarla? En la medida en 
que ha aumentado enormemente la cantidad de sujetos obligados, al abarcar a tanta gente, tenemos el temor 
de que terminemos siendo ineficaces en el control, pero eso será cuestión de ponerse de acuerdo en la 
cantidad de personas obligadas a la presentación de la declaración. Sí tenemos diferencias en el objetivo o 
final que buscamos al presentar una declaración jurada de un funcionario público, y es la eficacia en el 
control del aumento de su patrimonio. Estamos totalmente de acuerdo con el control; lo que no nos parece 
lógico es hacerlo público a nivel masivo de población, porque eso sería para que la población viera y dijera 
que fulano de tal tiene tanto. Y eso, en definitiva, es muy riesgoso, sobre todo con los niveles de delincuencia 
que hay hoy. Reitero que estamos totalmente de acuerdo con el control y pensamos que, para cumplir con el 
objetivo que se busca, el organismo de control, por ejemplo la Jutep, puede abrir las declaraciones juradas de 
todos los que las presentemos y hacer el control de cómo evoluciona el patrimonio de cada uno de los sujetos 
obligados sin necesidad de esperar una orden judicial. Acá hay un planteo de varios: a solicitud del propio 
interesado, por resolución fundada de la justicia penal, por resolución fundada del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, de la Junta de Transparencia. En todo eso, e incluso aleatoriamente, se puede abrir un 
porcentaje de cada una de las declaraciones de los grupos involucrados en la obligatoriedad de la 
presentación. No estamos absolutamente convencidos, porque no vemos la utilidad de hacerlo público, en 
decir públicamente que fulano de tal tiene tanto. De esa forma no estamos controlando nada. La que puede 
controlar es la Jutep, y si hay que fortalecer técnicamente a los organismos de control, vale la pena 
fortalecerlos. 


Creo que se justifica plenamente que el organismo de control no tenga que esperar una decisión judicial. 
Pongamos más causas por las que pueda abrir las declaraciones y pongamos aleatoriamente que equis 
cantidad deba abrirse obligatoriamente en cada uno de los grupos, y que se haga el control efectivo sobre eso. 


SEÑORA DÍAZ (Bettiana).- Algunos otros integrantes de la Comisión nos habían hecho llegar 
extraoficialmente esta preocupación que mencionaba el señor diputado Lafluf con respecto a los alcances o 
riesgos de que las declaraciones tomaran estado público. Me permito poner el caso de mi sector particular, la 
Lista 609. Es de público conocimiento que hace años publica las declaraciones juradas de todos sus cargos 
legislativos. Es un buen ejemplo en el sentido de que nosotros, más allá de que por ser sujetos obligados 
hacemos la declaración ante la Jutep, también por una cuestión partidaria, de convicción, de a quién debemos 
la información, la hacemos pública en la página oficial de nuestra organización política. Hasta ahora no 
hemos visto este tipo de riesgos que planteaba el señor diputado Lafluf. De todas maneras, creemos que es 
uno de los criterios a trabajar, porque la exposición pública genera este tipo de riesgos. Como planteaba el 
señor diputado Asti, creo que deberíamos abrir un compás para plantear propuestas concretas que tengan que 
ver con algunas modificaciones pero al mismo tiempo permitirnos avanzar sobre el tratamiento de este 
proyecto ya que nos interesa en el marco de un montón de temas que se han venido discutiendo sobre 
transparencia y lucha contra la corrupción. Acá entra de algún modo el control sobre los actos de corrupción 
que se pueden llegar a cometer ocupando un cargo público y, por tanto, nos parece importante delimitar una 
estrategia que nos permita avanzar. Hagamos un acuerdo y planteemos las modificaciones que podamos 
acordar, porque los planteos que hace el Partido Nacional son todos de recibo. Comprometámonos a tener un 
tiempo de trabajo para seguir avanzando en el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya habíamos considerado lo relativo a la publicidad más o menos generalizada. 
Hoy solamente el presidente y vicepresidente de la República son quienes deben publicar la declaración 
jurada, y el proyecto tiende a que otros cargos de responsabilidad, entre los que se incluye a los legisladores, 
también lo hagan. Podemos entender las razones. Tanto en la propuesta original como en las que hemos 
traído como representantes del Frente Amplio, habíamos destacado que para facilitar, mejorar y profundizar 
el control, más allá de que la publicidad de los datos totales de activo, pasivo y patrimonio u otro tipo de 
vinculaciones con otros cargos rentados o propiedad de empresas estuvieran declarados en el exterior del 
sobre si hablamos de un sobre físico o en datos abiertos si hablamos de datos digitalizados sería conveniente 


que la Jutep pudiera analizar la evolución de esas declaraciones y, en función de eso, tomar acciones. 
Discutiremos si tiene que ser público o no. 


Como presidente de la Comisión participé en la presentación de la estrategia actual de lucha contra el lavado 
de activos y financiamiento del terrorismo que se hizo en Presidencia de la República ante la prensa. De 
acuerdo al documento que se presentó, uno de los aspectos que fundamentan la estrategia, luego de un 
análisis de riesgo realizado en los años anteriores las estrategias necesariamente se van adaptando, en función 
de van cómo cambian las realidades del mundo, la región y el país-, es la lucha contra la corrupción, la 
inclusión de la Jutep en los organismos que luchan contra estos delitos fundamentalmente de carácter 
internacional pero que, obviamente, tienen sus consecuencias en el país. La corrupción y los actos contra la 
administración pública están previstos como delitos precedentes, ya no solamente en este último proyecto, 
sino en leyes anteriores de lavado de activos y, por lo tanto, hay una estrategia del país en cuanto a querer 
avanzar en materia de transparencia que es necesario continuar. Entendemos que este puede y debe ser uno de 
los jalones que, por lo menos en este período de gobierno, tiene que quedar finalizado. Voy a hacer llegar a la 
Secretaría esta información para que la reparta, aunque el resumen de la definición de estrategia que se dio en 
esa reunión de la Torre Ejecutiva está en la página web. Hubo un reconocimiento especial a los integrantes de 
esta Comisión, no solamente a los actuales, sino a todos quienes la han integrado desde el año 2005, cuando 
se creó. En el documento escrito figuran doce organismos estatales que intervienen en esto y el último en 
política siempre ponemos en el último lugar de la lista a una persona destacada figuramos como la Comisión 
de la Cámara de Representantes que trabaja en estos temas. Ese reconocimiento que se hizo públicamente a 
nivel de la Prosecretaría de la Presidencia de la República de nuestra labor es un aliciente más para poder 
seguir adelante con este tema. 


(Diálogos) 


—— Mi sector no ha tomado la misma resolución que el de la diputada Díaz, pero al integrar esta Comisión, 
entendí que era necesario publicarlo, y en mi perfil público del Parlamento está la declaración jurada que 
presento a la Jutep. Con alguna diferencia con respecto a lo que dijo la diputada Díaz, yo presento la 
evolución desde el año 2000, cuando ingresé a la función pública, y como no entran muchos, pongo los de 
cada período legislativo, no los de todas las declaraciones juradas, porque lo importante, precisamente, es ver 
la evolución. 


Con relación a lo que dijo el diputado Lafluf, ya en las reuniones que tuvimos con la Jutep como con otros 
visitantes lo habíamos adelantado: la enorme cantidad de declaraciones juradas que se ha incorporado 
fundamentalmente cuando por ley se incluyeron todos los funcionarios policiales, desde el jefe nacional de 
Policía, hasta el último agente de segunda del departamento de Tacuarembó, todos se han incorporado en las 
mismas condiciones atenta contra el control, porque se pasó de manejar diez mil declaraciones juradas a 
manejar cuarenta mil porque son treinta mil los funcionarios policiales-, más aun cuando se presentan en 
papel. Ahora está la posibilidad de presentarlo de forma digital y creo que tendremos que seguir insistiendo 
para que se convierta todo a digital. Eso sería imposible de controlar, aunque pusiéramos a cien o doscientos 
funcionarios. 


Uno de los aspectos que tiene esta estrategia de lucha contra el lavado de activos y que en Comisión 
planteamos que deberíamos incorporar es un análisis de riesgo. No es lo mismo controlar el patrimonio de un 
agente de segunda de una seccional policial de Tacuarembó que el de un ministro, el de un gerente de 
adquisiciones de un organismo público o el de cualquiera de las otras personas que la ley indica. Además, 
proponemos que ese grupo se amplíe porque hay casos que no estaban previstos; incluso se crearon nuevas 
figuras, como los alcaldes, que deben incorporarse-, pero con un análisis de riesgo para enfocar, 
precisamente, aquellos casos en que el riesgo es mayor y así ser más efectivos. 


Dentro de las propuestas de modificación al proyecto original, planteamos poner en esa especie de carátula, 
conjuntamente con los datos identificatorios, estos totales de valores patrimoniales y de vínculos con otras 
empresas no públicas se supone que públicas no podría haber-, de manera que si algo llama la atención en un 
análisis de riesgo de la Jutep sea por iniciativa de la Jutep, sea de las otras instituciones ya previstas en la 
ley-, esos sobres puedan ser abiertos. Además, sería bueno que hubiera otro porcentaje seleccionado por 
sorteo, también en base a análisis de riesgo, porque si sorteamos un 5% de las declaraciones sin calificarlas, 
muy probablemente, salga mayor cantidad de funcionarios policiales que de ministros, que solo son trece. 
Entonces, ahí también habría que introducir el análisis de riesgo. 


Hay dos temas que suscitaron polémica. Uno fue que se abriera un portal para denuncias. Hasta la propia 
Jutep entendió que se podía ver absolutamente superada si se creaba un portal abierto para hacer denuncias. 
Todos sabemos cuál es el uso que se hace hoy de las redes sociales, y muy fácilmente se podría desbordar 
cualquier capacidad que tuviera la Jutep de analizar este tema si facilitamos de tal manera la realización de 
esas denuncias, ya que simplemente, por algún encono contra cualquier persona, podrían recibirse denuncias. 
Hay otros instrumentos para hacer llegar las denuncias que pueden ser más considerables que un portal 
público. 


Estos son algunos de los temas que ya hemos conversado. Continuaremos viendo en cada sector, en cada 
partido, lo que tenemos hasta ahora. Contamos con la posición del Partido Nacional de seguir adelante con el 
proyecto, con las consideraciones que hizo el diputado Lafluf; creo que ya algo había dicho la diputada 
Bianchi, en su momento. No tenemos la posición del Partido Colorado ni la del Partido Independiente. 
Seguiremos analizando el tema, con la idea de que, como Frente Amplio, tenemos un proyecto presentado y 
queremos aprobarlo en esta Legislatura. 


Coordinaremos con la Secretaría la invitación a jueces especializados y la realización de un informe de la 
Asesoría Técnica sobre las propuestas que realizara la Fiscalía. 


No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


Línea del pie de página 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


